
HONORABLE 

JUEZ CONSTITUCIONAL 

E.  S.  D. 

 

 

 

 

ASUNTO:   ACCION DE TUTELA. 

ACCIONANTE:  BORIS ALBEIRO CARDONA VANEGAS  

ACCIONADO:  CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DE LOS 
JUZGADOS DE EJECUCION DE PENAS - TRIBUNAL 
SUPERIOR DE BOGOTA SALA PENAL – CENTRO DE 
SERVICIOS JUDICIALES DE PALOQUEMAO. 

D. FUNDAMENTALES:  DEBIDO PROCESO 

 

 

Cordial Saludo; 

 

 

BORIS ALBEIRO CARDONA VANEGAS, mayor de edad, identificado como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, por medio del presente escrito acudo a 
su despacho con el fin de interponer ACCION DE TUTELA en contra de la CENTRO 
DE SERVICIOS JUDICIALES DE LOS JUZGADOS DE EJECUCION DE PENAS 
- TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA PENAL – CENTRO DE SERVICIOS 
JUDICIALES DE PALOQUEMAO de conformidad con el artículo 86 de la 
Constitución Política y los Decretos Reglamentarios 2591 de 1.991 y 1382 de 2.000, 
para que judicialmente se me conceda la protección del derecho constitucional 
fundamental ha DEBIDO PROCESO el cual considero vulnerado y/o amenazado por 
las acciones y/o omisiones de las entidades conforme a lo siguiente: 

 

 

HECHOS 

 

 

1. El pasado 02 de Julio de 2020 por un error que cometí fui capturado por el 
delito de HURTO AGRAVADO Y CALIFICADO EN CONCURSO CON PORTE 
ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO EN CONCURSO CON SECUESTRO SIMPLE 
 

2. El proceso se adelantó en el Juzgado 30 penal del circuito con funciones de 
conocimiento con radicado 11001600001720200326701. 

 

3. El pasado 27 de noviembre de 2020 se emitió sentencia y fui condenado a 
una pena de 120 MESES de prisión ante lo cual se interpuso Recurso de 
Apelación. 
 

4. El día 7 de mayo de 2021 se emitió confirmación de la sentencia de primera 
instancia.  
 



5. Me encuentro a la espera de que se me asigne un JUZGADO DE EJECUCION 
DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

 

6. Actualmente me encuentro privado de la libertad en la CARCEL MODELO DE 
BOGOTA y no he podido avanzar en el proceso de resocialización, pues no 
orden de descuento porque no tengo un juzgado que vigile mi pena. 

 

 

DERECHOS VULNERADOS Y/O AMENAZADOS 

 

 

El derecho que considera el suscrito está siendo vulnerado es el siguiente: DEBIDO 
PROCESO.  

 

 

1. DEBIDO PROCESO. 

 

El debido proceso debe entenderse como una manifestación del Estado que busca 
proteger al individuo frente a las actuaciones de las autoridades públicas, 
procurando en todo momento el respeto a las formas propias de cada juicio. 

 

El artículo 29 del ordenamiento constitucional lo consagra expresamente “para toda 
clase de actuaciones judiciales o administrativas”. 

 

Así entonces, las situaciones de controversia que surjan de cualquier tipo de proceso, 
requieren de una regulación jurídica previa que limite los poderes del Estado y 
establezcan el respeto de los derechos y obligaciones de los sujetos procesales, de 
manera que ninguna actuación de las autoridades dependa de su propio arbitrio, 
sino que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley o los 
reglamentos. 

 

El artículo 29 de la Carta Política dispone que el debido proceso debe observarse en 
toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, es decir que obliga no 
solamente a los jueces sino también a los organismos y dependencias de la 
administración pública. 

 

“La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como 
derecho fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclamada el mismo 
año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en las 
posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece 
entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo expresa 
el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; 
la competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la 
aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho a una 
resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; 
la ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, 
desde luego, la plena observancia de las formas propias de cada proceso según sus 
características” 



 

El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, 
el del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de 
inocencia y el derecho de defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos 
fundamentales. 

 

La ejecución de la pena en el ordenamiento jurídico Colombiano se ha entendido 
como la parte final del proceso penal ó la continuidad en el ejercicio del juzgamiento. 
Esto es, el proceso penal comienza con el ejercicio de la acción penal, continua con 
la sentencia y debe finalizar con la ejecución de esa sentencia. Por eso, nos interesa 
esta parte del proceso penal, aquella que se asume una vez tenemos en firme la 
sentencia condenatoria dictada por el juez penal. De ahí que cuando el fallo imponga 
una pena que constituya privación de la libertad, y que deba ser descontada en un 
centro de reclusión designado para tal fin, comienza la competencia de vigilancia de 
la pena, que es quizá la etapa más importante del proceso, donde se verifica que 
efectivamente el derecho sea eficaz en su objetivo y después del desgaste de toda 
la fase procesal, se llegue a la esencia, que es la posibilidad de poder en rutar, si se 
quiere resocializar, reintegrar y preparar a la persona, que ha cometido un delito 
que lesionó a una comunidad, durante un tiempo determinado para que pueda ser 
recibida de nuevo por la sociedad y continúe su vida. 

 

Artículo 4°. El artículo 51 de la Ley 65 de 1993 quedará así:  

 

Artículo 51. Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad.  

 

El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, garantizará la legalidad de 
la ejecución de las sanciones penales. Como autoridad judicial competente para 
hacer seguimiento al cumplimiento de la sanción penal deberá realizar visitas 
periódicas a los establecimientos de reclusión que le sean asignados.  

 

El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, además de las funciones 
contempladas en el Código de Procedimiento Penal, tendrá las siguientes: 

 

1. Verificar las condiciones del lugar o del establecimiento de reclusión donde deba 
ubicarse la persona condenada, repatriada o trasladada. 

2. Conocer de la ejecución de la sanción penal de las personas condenadas, 
repatriadas o trasladadas, cuya ubicación le será notificada por el INPEC dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto por el cual se disponga la 
designación del establecimiento. 

3. Hacer seguimiento a las actividades dirigidas a la integración social del interno. 
Para ello deberá conceptuar periódicamente sobre el desarrollo de los programas de 
trabajo, estudio y enseñanza.  

4. Conocer de las peticiones que los internos formulen en relación con el Reglamento 
Interno y tratamiento penitenciario en cuanto se refiera a los derechos y beneficios 
que afecten la ejecución de la pena. 

 

Su señoría respetuosamente acudo ante ustedes por medio de esta ACCION DE 
TUTELA buscando que se garantice mi derecho al DEBIDO PROCESO, toda vez que 
en este momento no tengo un JUEZ ante quien realizar solicitudes en relación al 
proceso penal, actualmente me encuentro en el Establecimiento Carcelario y me es 
necesario empezar a tramitar mis redenciones de pena y demás, de lo contrario me 



encuentro a la deriva y por eso solicito que se me ayude a que se asigne un 
JUZGADO DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

 

PETICION 

 

Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones expuestas, 
respetuosamente solicito al señor Juez TUTELAR a mi favor el derecho fundamental 
al Debido Proceso ORDENÁNDOLE a las entidades accionadas que: 

 

PRIMERO: Se me remita el proceso con radicado 11001600001720200326701 
condenado en el JUZGADO 30 PENAL DEL CIRCUITO DE CONOCIMIENTO 
confirmado en el TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA PENAL a los JUZGADOS 
DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA DC. 

 

SEGUNDO: Solicito se me asigne un JUZGADO DE EJECUCION DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la constitución política y sus decretos 
reglamentarios 2591 y 306 de 1992. Igualmente, en los artículos 8 de la declaración 
universal de los derechos Humanos, 39 del pacto de derechos civiles y políticas y 25 
de la convención de los derechos humanos. 

 

 

PRUEBAS 

 

Me permito aportar como pruebas: 

 

 

1. Histórico Rama Judicial. 
 

 

COMPETENCIA 

 

 

Es usted, señor Juez, competente, para conocer del asunto, por la naturaleza de los 
hechos, por tener jurisdicción en el domicilio de la entidad Accionada y de 
conformidad con lo dispuesto en el decreto 1382 de 2000. 

 

 

 

 

 



JURAMENTO 

 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que, por los mismos hechos y derechos, 
no he presentado petición similar ante ninguna autoridad judicial.  

 

NOTIFICACIONES 

 

 

Para efectos de notificación me encuentro en el ESTABLECIMIENTO CARCELARIO 
LA MODELO. 

Cordialmente; 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 



 

 

 



 

 



 



 

 



 


